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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
julio de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

 
DICTAMEN 257/2024 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 27 de mayo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la solicitud presentada por 
D. yyyy, en la que reclama el derecho a percibir una indemnización por los 
daños derivados de su permanencia como interino y cese en el puesto de 
trabajo. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 30 de mayo de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 257/2024 y se inició el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 2 de febrero de 2023 D. yyyy presenta escrito ante la 

Administración autonómica en el que solicita una indemnización por los 
daños derivados de su permanencia durante 13 años como funcionario 
interino y por su cese en ese puesto de trabajo.  
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A este respecto, fue nombrado el 30 de abril de 2009 para ocupar el 
puesto vacante, código de RPT vvv1, técnico de grado medio, en la Sección 
Agraria Comarcal de xxx1, adscrita al entonces Servicio Territorial de 
Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y León en xxx2. 

 
A su juicio, esta relación de interinidad, tan dilatada en el tiempo, 

vulnera la cláusula 5ª del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 
determinada, anexo a la Directiva Comunitaria 1999/70, que restringe los 
contratos de duración determinada a supuestos excepcionales en favor de 
una relación laboral estable. De este modo, el uso abusivo de la relación de 
contrato temporal, en este caso del nombramiento de interinidad, según la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea debe llevar 
aparejada la imposición de una sanción que tenga carácter disuasorio para 
la Administración responsable del fraude y que garantice la protección a los 
trabajadores. 
 

Señala que “La Sala de lo Contencioso Administrativo del TS en 
sentencia de 22 de diciembre de 2021, para dar respuesta a los continuos 
requerimientos del TJUE a los órganos jurisdiccionales españoles para el 
establecimiento de medidas, señala como consecuencias a una situación 
contraria a la cláusula 5ª del Acuerdo Marco, el derecho a la subsistencia en 
el empleo hasta que la Administración cumpla debidamente, y el derecho 
del funcionario afectado a reclamar la responsabilidad patrimonial de la 
Administración por los daños y perjuicios derivados de la situación de abuso”. 

 
Añade que esta indemnización está prevista en el Texto Refundido de 

la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Su disposición adicional 
decimoséptima, que introdujo el  Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, de 
medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público, dispone que “El incumplimiento del plazo máximo de permanencia 
dará lugar a una compensación económica para el personal funcionario 
interino afectado, que será equivalente a veinte días de sus retribuciones 
fijas por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo 
inferiores al año hasta un máximo de doce mensualidades”. Considera que 
dicha compensación debe extenderse a los funcionarios interinos, siguiendo 
un criterio coincidente con el reconocido para el personal laboral, y con 
independencia de que hayan sido nombrados con anterioridad a la vigencia 
del Real Decreto-ley 14/2021. 
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Señala que el mantenimiento de la relación funcionarial fuera de los 
límites establecidos le ha generado una serie de daños, pues “Entra a 
prestar servicios en xxx1, lo que implica (…) cambiar su residencia en la 
ciudad de xxx3 y cambiar mi trabajo indefinido en [una empresa] por 
trasladarme a xxx1”. En esta localidad, por la limitación temporal de la 
interinidad, alquiló en principio una vivienda, pero, al alargarse en el tiempo 
la relación laboral, decide su compra. El cese en el puesto, incumpliendo las 
prescripciones de la Ley 20/2021 para su cobertura mediante el proceso 
extraordinario de estabilización, le colocó en situación de desempleo a los 
42 años, tras una vida laboral en el ámbito público y residencia en el medio 
rural que dificultaba su acceso al mercado laboral. 
 

Acompaña a su escrito copia del libro de familia, del préstamo 
recibido para la compra de vivienda, de su empadronamiento en xxx1 y del 
contrato de arrendamiento suscrito. 
 

Segundo.- El 7 de febrero 2024 se emite informe desfavorable a la 
estimación de la reclamación, por la jefe del Servicio de Personal y Asuntos 
Generales de la Consejería de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural. 
Entre otras cuestiones, señala lo siguiente:  
 

“4) Con fecha 25 de enero de 2023, D. yyyy presentó recurso 
de alzada contra la formalización de su cese. Con fecha 2 de febrero de 
2023, presenta nuevo escrito, mediante el que, con carácter subsidiario a la 
pretensión de declaración de nulidad del cese, solicita se le reconozca el 
derecho a `percibir una indemnización por los daños y perjuicios derivados 
del mantenimiento en una situación en fraude de ley´.  

 
»5) El recurso de alzada (…) fue desestimado, mediante 

resolución del pasado 27 de abril de 2023, del Secretario General de la 
Consejería de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural. Notificándose dicha 
resolución al interesado con fecha 5 de mayo de 2023 (…). 

 
»6) Consta que, con fecha 23 de junio de 2023, (…) D. yyyy 

presentó recurso contencioso administrativo contra dicha resolución (…) ante 
el Juzgado de lo contencioso-administrativo núm. 1 de xxx2, en el que se 
sigue el Procedimiento Abreviado núm. 98/2023.  

 
»7) Las razones que motivaron el cese están debidamente 

explicadas en la resolución del Secretario General del pasado 27 de abril de 
2023, cuyos fundamentos debemos dar por reproducidos. En ella se concluye 
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que: `la resolución del cese impugnada se produce por la ocupación del 
puesto vacante, por el nombramiento de un funcionario de carrera, mediante 
el procedimiento legalmente establecido, teniendo éste, por otro lado, carácter 
reglado, imperativo y conforme a derecho. No procede en consecuencia 
declarar su nulidad´. (…). 

 
»9) (…) no hay relación directa entre la duración de la relación 

de servicios que se reputa como excesiva o abusiva y la actividad de la 
Consejería de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural, ya que los procesos 
de provisión de los puestos de trabajo reservados a personal funcionario, 
como es el caso que nos ocupa, son competencia de la Consejería de la 
Presidencia. Por lo demás, como se afirma en la resolución desestimatoria 
del recurso de alzada no hay pronunciamiento administrativo o judicial alguno 
que haya determinado la incorrección de los actos previos que desembocaron 
en el nombramiento de un funcionario de carrera para ocupar el puesto de 
trabajo con código de RPT vvv1 y, en consecuencia, el obligado cese del 
reclamante. (…).  

 
»10) La solicitud no cuantifica los daños sufridos, sino que se 

remite para ello a lo dispuesto en la Disposición adicional decimoséptima del 
Texto Refundido del Estatuto Básico del Empleado Público, introducida por la 
Ley 20/2021, de 28 de diciembre, conforme a la cual: El incumplimiento del 
plazo máximo de permanencia dará lugar a una compensación económica 
para el personal funcionario interino afectado, que será equivalente a veinte 
días de sus retribuciones fijas por año de servicio, prorrateándose por meses 
los periodos de tiempo inferiores al año hasta un máximo de doce 
mensualidades. Ahora bien, tal previsión, según se infiere de la Disposición 
transitoria segunda, sólo es de aplicación respecto del personal temporal 
nombrado o contratado con posterioridad a la entrada en vigor de la ley 
20/2021, de 28 de diciembre (el 30 de diciembre de 2021), lo que no es el 
caso del reclamante.  

 
»11) No obstante lo anterior, teniendo en cuenta las 

retribuciones devengadas por el interesado, el tiempo de servicios prestados 
y aplicando el criterio previsto en la norma legal antecitada, la cantidad 
resultante sería (…) 26.350,15 euros. 

 
»12) Por lo que respecta a los daños alegados, (…), no se 

comparte el criterio expresado por el reclamante. Nuestro Tribunal Supremo 
ha exigido al resolver sobre pretensiones análogas a la formulada que se 
acredite la realidad de los perjuicios que se invoquen, lo cuales deben estar 
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ligados al menoscabo o daño, de cualquier orden, producido por la situación 
de abuso, pues esta es su causa (Sentencias del Tribunal supremo de 26 de 
septiembre de 2018, ECLI:ES.TS:2018:3250 y 3251), puesto que el mero 
hecho de haber sido personal interino durante un tiempo más o menos largo, 
incluso si ha habido nombramientos sucesivos no justificados por la 
Administración, no implica automáticamente que haya habido un daño (Sentencia 
del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2022. ECLI:ES:TS:2022:482). Los 
daños sufridos que pretenden conectarse con la persistencia de la relación de 
interinidad, no difieren de los que se hubieran padecido cualquiera que 
hubiese sido la duración de la misma. 

 
»13) Por otro lado, resulta pertinente resaltar dos datos. En 

primer lugar, que la corrección y legalidad del cese ha de presumirse en 
tanto no sea declarado lo contrario en sede judicial donde está pendiente de 
resolución la pretensión anulatoria suscitada por el reclamante y, en segundo 
lugar, que desde el pasado 25/04/2023, el recurrente ocupa un nuevo 
puesto de trabajo, acorde a su titulación y experiencia, al servicio de la Junta 
de Castilla y León, concretamente el puesto con código de RPT vvv2, como 
Jefe de la Unidad de Desarrollo Agrario de la localidad de xxx4, adscrita al 
Servicio Territorial de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural de xxx5, 
puesto para cuyo acceso, también como personal interino, su experiencia 
profesional previa y el tiempo de servicios prestados para la Junta de Castilla 
y León no han sido un demérito, sino justamente lo contrario. Igual 
consideración cabe realizar respecto a la posibilidad de presentarse a los 
procesos de consolidación y/o estabilización que desde luego ostenta el 
interesado, y en los que esa experiencia previa será valorada de forma 
notablemente ventajosa con respecto a otros aspirantes. (…)”. 

 
Cuarto.- El 11 de marzo de 2024 el Servicio de Gestión de la Selección 

de la Dirección General de la Función Pública emite informe en el que da 
cuenta de lo siguiente: A) Actuaciones tendentes a la cobertura del puesto 
de trabajo; B) Procesos en los que consta que ha participado el demandante; 
y C) La participación del interesado en actividades formativas. 
 

Quinto.- Concedido trámite de audiencia, el interesado presenta 
alegaciones el 2 de abril de 2024 en las que reitera la pretensión, aunque 
muestra su conformidad con la cuantificación del daño en 26.350,15 euros, 
que recoge el informe del Servicio de Personal y Asuntos Generales de la 
consejería.  
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Da cuenta además de que, al estar su puesto en situación de interinidad 
con anterioridad a 1 de enero de 2016, debió incluirse en la oferta de empleo 
público aprobada en ejecución de la Ley 20/2021, por lo que ha interpuesto 
recurso que se sigue ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de 
Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, en el 
Procedimiento Ordinario 1465/2022, contra el Acuerdo de la Junta de Castilla 
y León 131/2022, por el que se aprueba la oferta de empleo público para dar 
cumplimiento a las medidas de la Ley 20/2021; contra la Resolución de 24 de 
noviembre de 2022, de la Viceconsejería de Administraciones Públicas y 
Atención al Ciudadano, por la que se convocan procesos selectivos mediante 
concurso para el ingreso en diferentes cuerpos y escalas de la Administración 
Especial de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en el 
marco del proceso de estabilización de empleo temporal previsto en la Ley 
20/2021; y contra la Resolución de 22 de diciembre de 2022 de la 
Viceconsejería de Administraciones Públicas y Atención al Ciudadano, por la 
que se convoca proceso selectivo para el ingreso, mediante concurso-
oposición, en el Cuerpo de Ingenieros Técnicos (Agrícolas) en el marco del 
proceso de estabilización de empleo temporal previsto en la Ley 20/2021.  

 
Añade que también ha interpuesto recurso contencioso administrativo 

contra desestimación por silencio administrativo del recurso de reposición 
presentado contra las órdenes PRE/1049/2022 y PRE/1720/2022, por las que 
se oferta y adjudica el puesto de trabajo vvv1 en el que prestaba servicios, 
así como contra el cese; recurso que se sigue en la actualidad en el Juzgado 
de lo Contencioso-administrativo nº 4 de Valladolid en el Procedimiento 
Abreviado 38/2024.  

 
Aporta documentación relativa a la interposición de estos recursos. 
 
Sexto.- El 9 de mayo de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación planteada. 
 
Séptimo.- El 14 de mayo siguiente la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural informa favorablemente la 
propuesta de resolución. 

 
Octavo.- El mismo 14 de mayo el interesado presenta escrito en el 

que insta la terminación convencional del procedimiento. Propone al efecto el 
reconocimiento de una indemnización de 22.134,42 euros, correspondiente a 
17 días de salario por año de servicio. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
Única.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación por 

los perjuicios ocasionados a D. yyyy, por la permanencia continuada como 
personal interino y el cese en el puesto de trabajo por indebida provisión del 
puesto que ocupaba interinamente.  

 
El interesado considera que la actuación administrativa causante del 

daño es contraria a Derecho puesto que la forma correcta de provisión del 
puesto que ocupaba en régimen de interinidad no debió ser la de acceso libre 
sino la de estabilización regulada en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de 
medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público, 
al reunir los requisitos previstos en sus disposiciones adicionales sexta y 
octava.  

 
La disposición adicional sexta citada, relativa a la “Convocatoria 

excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración”, 
establece que “Las Administraciones Públicas convocarán, con carácter 
excepcional y de acuerdo con lo previsto en el artículo 61.6 y 7 del TREBEP, 
por el sistema de concurso, aquellas plazas que, reuniendo los requisitos 
establecidos en el artículo 2.1, hubieran estado ocupadas con carácter 
temporal de forma ininterrumpida con anterioridad a 1 de enero de 2016. 
(…)”. 

 
Por su parte, la disposición adicional octava, sobre “Identificación de 

las plazas a incluir en las convocatorias de concurso”, dispone que 
“Adicionalmente, los procesos de estabilización contenidos en la disposición 
adicional sexta incluirán en sus convocatorias las plazas vacantes de 
naturaleza estructural ocupadas de forma temporal por personal con una 
relación, de esta naturaleza, anterior al 1 de enero de 2016”. 

 
Hay que tener en cuenta a este respecto, que el Pleno del Tribunal 

Constitucional, por Providencia de 21 de mayo de 2024, ha acordado admitir 
a trámite la cuestión de inconstitucionalidad número 2796-2024, planteada 
por la Sección 2.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
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Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, en relación con las disposiciones 
adicionales sexta y octava de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, por 
posible vulneración de los artículos 23.2 y 149.1.18 CE. 
 

Sin perjuicio de los procesos constitucionales sobre esta cuestión, el 
interesado considera que son inválidos tanto su cese en el puesto como las 
órdenes PRE/1049/2022 y PRE/1720/2022, por las que se oferta y adjudica 
el puesto de trabajo vvv1 en el que prestaba servicios interinamente.  

 
Como resulta del expediente, cuestiones estrechamente relacionadas 

con el asunto sobre el que se ha solicitado dictamen se encuentran 
judicializadas. Así, el recurso de alzada interpuesto frente al cese fue 
desestimado mediante resolución del Secretario General de la Consejería de 
Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural de 27 de abril de 2023, contra la 
que interesado presentó recurso contencioso administrativo ante el Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de xxx2 (P.A. núm. 98/2023), 
posteriormente solicitada su acumulación al contencioso interpuesto contra 
las órdenes PRE/1049/2022 y PRE/1720/2022 antes mencionadas, que se 
sigue en el Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 4 de Valladolid (P.A. 
núm. 38/2024).  

 
A esta situación se refiere también el informe del Servicio de Personal 

y Asuntos Generales de la consejería, transcrito en el antecedente segundo 
de este dictamen: “la corrección y legalidad del cese ha de presumirse en 
tanto no sea declarado lo contrario en sede judicial donde está pendiente de 
resolución la pretensión anulatoria suscitada por el reclamante”. 
 

También el interesado da cuenta, en el trámite de audiencia, de la 
interposición de un recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo 
131/2022, de la Junta de Castilla y León, por el que se aprueba la oferta de 
empleo público para dar cumplimiento a las medidas de la Ley 20/2021 y 
contra las resoluciones de 24 de noviembre y 22 de diciembre de 2022, de la 
Viceconsejería de Administraciones Públicas y Atención al Ciudadano, que 
convocan procesos selectivos en el marco del proceso de estabilización de 
empleo temporal previsto en la Ley 20/2021, al no incluirse en ellos el puesto 
que ocupaba interinamente con anterioridad a 1 de enero de 2016. 

 
El Consejo de Estado, de forma reiterada (entre otros, Dictamen 

1487/1993, de 28 de diciembre), afirma la imposibilidad de enjuiciamiento 
administrativo de una cuestión debatida ante un tribunal de justicia porque 
no sólo el fundamento último del principio de litispendencia es ahorrar 



 

 9

esfuerzos procesales innecesarios y evitar posibles fallos contradictorios, sino 
que, además, el citado principio es perfectamente válido y aplicable en los 
procedimientos administrativos (en la misma línea, pueden citarse los 
dictámenes 514/2012, de 13 de septiembre, 144/2023, de 11 de mayo, o 
157/2024, de 11 de abril, de este Consejo Consultivo). 

 
Por ello, y por motivos de prudencia, este Consejo no considera 

conveniente pronunciarse en este momento sobre el fondo de la solicitud 
planteada, pues la procedencia de la indemnización deberá determinarse a la 
luz de la concurrencia o no de los motivos de nulidad invocados por el 
interesado en los recursos contencioso-administrativos que tiene planteados, 
en los que, además, una eventual declaración de nulidad de la oferta de la 
plaza que ocupaba y del cese, determinaría, en su caso, la reincorporación a 
su puesto de trabajo y el reconocimiento de derechos económicos desde la 
fecha del mismo, el 2 de enero de 2023.  

 
Por los motivos expresados, procede devolver el expediente para que, 

en su caso, pueda solicitarse de nuevo el preceptivo dictamen una vez 
finalizada la contienda judicial. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
En el estado actual del procedimiento, no procede emitir dictamen 

sobre el fondo del asunto en el procedimiento iniciado como consecuencia de 
la solicitud presentada por D. yyyy, en la que reclama el derecho a percibir 
una indemnización por los daños derivados de su permanencia como interino 
y cese en el puesto de trabajo. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 


